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RESUMO: Este anigo refére-se a polêmica discussão sobre o 
Protocolo de Brasília e o seu mecanismo de solução de contro­
vérsia. Embora o protocolo de Brasília tenha sido revogado 
pelo protocolo de Olivos, que aborda a mesma matéáa, as 
questões levantadas continuam sendo de alta importância para 
a necessidade pennanente de aperféiçoamento do sistema ju­
rídico do MERCOSUL, que demanda a institucionalização de 
um tábunal de justiça a exemplo do europeu. 
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ABSTRACT: ThÍs article refêrs the polemÍc discussÍOl1 on the 
protocol of Brasília and its mechanÍsm of solutÍon of 
controversy. Although the protocol ofBrasiJja has been revoked 
by lhe protocol of Olivos, that approaches lhe same matte~ 
the lifted up subjects continue being ofhigh importance for 
the permanent need ofimprovement oFthe juridÍL<t1 system of 
MERCOSUR, that demands institutionalization ofa tribunal 
ofjustice to example of the european or andine. 

RESUMEN: Este artículo refiere la discusión polêmica sobre 
eI Protocolo de Brasilia y su mecanismo de solucÍón de la 
controversÍa. Aunque el protocolo de Brasilia ha sido revocado 
por eI protocolo de Olivos, que aborda la misma materia, los 
cuestionamÍentos levantados sobre estos temas continúan siendo 
de alta ÍmportancÍa para la necesidad permanente de la mejora 
dei sistema jurídico de MERCOSUR, que exige la 
il1stitucÍonalizacÍón de un tribunal de la justicÍa aI ejemplo deI 
europeo o dei andÍno. 
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1. IntroduccÍón 

EI Protocolo de Brasilia para la Solución de las Controversias entre los 
Estados del Mercosur, primera disposición adoptada por el CMO, entró en 
vigencia recién a partir de abril de 1993. Desde esta fecha hasta 1999 en 
ninguna oportunidad se habían completado las etapas para llegar a la senten­
cia arbitral que culmina el procedimiento regulado por dicho instrumento. 

'DeL N' lí91, 17/XII/91, Brasilía. 
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posibIe sostener que la integración en el Mercosur se desarroIIaba 
en forma tan equilibrada que no había sido preciso usar deI sistema de 
Brasilia? Tal vez ingenuamente podría sostenerse una respuesta afirma­
tiva. 

Bien es cierto que gran parte de los "roces" entre los socios (Estados 
miembros) se habían canalizado y solucionado a través del mecanismo 
de consultas y respuestas que se estableció en el ámbito de la CCM2

• Sin 
embargo la solución final de cada controversia era (es) consensuada 
luego de negociaciones cuyo resultado si bien desde el punto de vista 
político no merecían (merecen) reproche, no sucedía (sucede) lo mismo 
cuando el análisis lo era (es) desde lo jurídico. 

El procedimiento instituido por el Protocolo de Brasilia fue 
reglamentado a través de la Dec. Nll 17/983 (RPB). 

Finalmente en 1999 eI Mercosur tuvo la oportunidad de experimentar el 
uso, en dos oportunidades, deI mecanismo de resolución de los conflictos, 
adoptándose dos laudos a través deI Tribunal AdHoc(TAHM), en los conocidos 
asuntos sobre restricciones no arancelariasH

, primero, y sobre subsidios a la 
exportación de productos destinados aI comercio regional', en segundo térnú­
no; culminando el resumen "jurisprudencial" con la sentencia arbitral de 
marzo de 2000 en el caso de las saIvaguardias aI comercio illtJ<1bIoqué'. 

Por obra de la mera casualidad (?), luego de estos tres ejercicios del 
mecanismo de Brasilia, los Estado miembros (EM) han decidido el 
"perfécciollamicllto" del mismo en el marco de la conocida etapa de 
"RelallZamiellto deI Mercosul'. Esta intencíón se pIasmó en la Dec. Nª 25/ 
00, adoptada durante la XVIII Reuníón del CMC (Buenos Aires, 29/V /OOr. 

Por esta Dec. se delegó en el Grupo Ad Hoc de Aspectos Institucionales 
(GAI-W), la elaboración de una propuesta definitiva sobre la modificación del 

COnJerc10 rEcíproco, 
TAfIM, asunto 2/99, 

l'C);.'dHl<ClIlU dei Protocolo de Brasilia para la Solución Controver5ias" 

Operacioncs de 
"'ipJICaC'lOlJ de ]'v[edidiís RestTÍcúvas a1 

CXrJ<)FralCWll de cllme de cerdo, 27/IX/99, Publimdo en II 
W/XII/99, pg, 23, 

"TAHM, ,'sunto 1/00, ApliGlcióll de lv[edidas de 
lvfinisterÍo 
138-164. 

Dro'1UCtoS Textiies 861/99) dei 
ECOn011li.1 y Ob1'<15 Y Servidos Públicos (WllOUV,)r!, 2000-3, pgs, 

"Perfeccionamiento dei Sistema de Solución de Controversias de! Protoco­
verse en BO 25jVlI/2000, pgs, 305S, 
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Protocolo, la cual tendria que ser presentada antes del 10 de diciembre de 2000. 
El proyecto del GAHAI debia contemplar particularmente, entre 

otros temas, las cuestiones siguientes (art. 2): 
a) el perfeccionamiento de la etapa posterior ai laudo arbitral, en 

especial en lo que hace a su efectivo "cumplimiento", y el "alcance' de 
las medidas compensatorias que podrían aplicarse en su defecto. 

b) parámetros fijos para la constitución de las listas de expertos y 
árbitros, y para su designación en cada caso. 

c) mayor "estabilidad' de los árbitros. 
d) opciones para lograr una "interpretación uniforme' de la normativa 

Mercosur; y por último, 
e) mayor agilidad en los procedimientos existentes e implementación 

de procesos más expeditos para casos determinados. 
Interin venda el plazo se realizaron reuniones constante en el ámbito 

deI GAHAI a fin de presentar en la fecha fiíada el texto defInitivo del 
"Proyecto de Reformas" aI Protocolo de Brasilia (PRPB). 

Cumpliendo en parte su tarea, el GAHAI presentó a la mesa de 
negociaciones un Proyecto que finalmente fue remitido aI CMC para su 
aprobación, la cual se estimaba iba a suceder durante la Cumbre Presiden­
cial de Florianópolis (XIX Reunión dei CMC, 14-15 de diciembre de 2000). 

A pesar de las arduas negociaciones el instrumento modificatorÍo recibiría 
el veto de la delegación uruguaya, el cual se basó en diversos motivos8

• 

El resultado de la Cumbre, en lo que hace aI tema en cuestión, fue la 
adopción de la Dec. 65/009

• BásÍcamente, lo que la norma estabIece es: 
a) prorrogar el plazo establecido enIa Dec. 25/00 hasta la próxima Reunión 

dei CMC (art. 1); la cual tendrá lugar en Asunción, a mitad deI corriente afio. 
b) crear un Grupo de Alto Nível para la elaboración de la propuesta 

definitiva, la cual deberá tornar "en consideración el trabajo realizado 
hasta el momento" por el GAHAI y las "propuestas presentadas' por los 
EM (arts. 2 y 3) 

UÇl'hd~jlVl oriental-en armonia con mantuvo- exigía (il) una 
modíflcación más dei sistema de Brasilia; (b) la LOU'UllCILlC>l1 Arbitral penni111ente. 

tener acceso no sólo los EM sino también los jdilLill.cl!illJ:;>; la creación de una SeCretàría 
cUU1l"'uuc",u aI derecho MerCOSUL 

de Solución de Controversias dei Pro toco­



c) y finalmente, que entre las propuestas a ser elaboradas por el Grupo de 
Alto Nivel se "incluirá... la creacÍón de un ll:íbunal Arbitral para eIMercosul'. 

Más allá de! texto de la Dec., los EM lograron consenso sobre (1) la 
eliminación de la etapa que se realiza ante e! GMC; (ú) la e!aboración 
de una lista específica de Presidentes de los Tribunales Ad Hoc; (iú) las 
disposiciones sobre la fase posterior aI laudo, esto es su ejecución y e! 
alcance de las medidas compensatorias que podrían ser tomadas ante e! 
incumplimiento de! mismo; y (iv) -tal cual lo impulsara la de!egación 
argentina- e! establecimiento de un Tribunal Arbitral de Revisión (o de 
Segunda lnstancia). Sobre este último ítem quedó "abierta" la cuestión 
de la composición de! Tribunal de Alzada. 

Como se ve la Dec. 65/00 no procede a derogar la Dec. 25/00, sino 
que sólo amplía e! plazo que ésta determinó, con lo cual e! Proyecto a ser 
presentado deberá contemplar -en forma obligatoria- los criterios de 
revisión enunciados en la Dec. 25/00. 

Debe destacarse que resultó "expresa" la consideración según la cual 
esta "pequena reforma" no significaría dar cumplimiento aI mandato 
que establece e! art. 44 POP, a saber que antes de la culminación deI 
proceso de convergencia aI Arancel Externo Común [diciembre de 2005] 
"los Estados Partes efectuarán una revisión deI actual sistema de soIución 
de controversias deI Mercosur con miras a la adopción deI sistema 
pemJan en te' (Cfr. también art. 34 PB) 

2. EI Proyecto de Reformas aI Protocolo de Brasília (PRPB) 

1 Através de la modificación del art. 4 PB se elimina, como regIa, la 
intervención dei GMC, como etapa posterior en los supuestos en los 
que las negociaciones directas no hubieran tenido una solución satisfactoria. 

De cualquier manera los Estados involucrados en e! conflicto pueden 
de común acuerdo optar por la intervención de! GMC. Lo mismo 
ocurre cuando otro Estado ajeno a la reclamación solicita, en forma 
fundada, que se planteé e! asunto ante dicho órgano; sin embargo, esta 
circunstancia no afectará la continuación deI procedimiento arbitral, 
salvo acuerdo en contrario de todos los Países involucrados. 

2- Se altera también e! art. 10 PB (y consecuentemente, el art. 9) ai 
insertarse dos nuevos párrafos a través de los cuales se suma a la Lista 
originaria de Árbitros por Estados (párrafo primero) una "Lista Específica 
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de Tereeros Árbitros" (Presidentes de los TAHM) que se conformará 
a partir de la designación de tres árbitros por cada País; uno de los 
integrantes de esta última lista no podrá ser nacional de los Estado Parte 
del Mercosur. Ambas Listas (la fijada en el art. 10 actual y la incorporada 
por el Proyecto) serán sometidas a la consideración de los demás EM, 
quienes a su vez podrán realizar, en el plazo que se establece, objeciones 
justificadas. No se ha pactado acerca de los criterios, la naturaleza, las 
modalidades y los efeetos de la eventual objeción. 

En los casos en que los Estados parte en la controversia no llegaren 
a un acuerdo sobre la designación dei Árbitro Presidente (art. 12), la 
misma recaerá, a pedido de alguno de estas Estados, en la SAM, la que 
hará la elección por sorteo, en base a la Lista Específica excluyendo a tal 
fin los nacionales de los Países involucrados en eI pleito. 

3- Gtra modificación importante es la "constitucionalización" de las 
exigencias sobre la "necesaria independencia" e "imparcialidad' que 
deberán ser observadas por los árbitros de ambas listas. Hacemos referencia 
a la constitucionalización debido a que estas criterios ya estaban fijados 
en el Derecho derivado, en concreto en el art. 16 RPB (esta norma sólo 
establece estos deberes para los árbitros "designados' en un caso concre­
to). Con la nueva redacción del art. 13 PB dichas exigencias adquieren el 
rango de Derecho originaria o Constitucional deI MercosurlO

• 

Lo mismo sucede con el mandato contenido en la Dec. 28/9411 
• 

4- En cuanto a las regIas de proeedimiento deI TAHM, el PRPB 
limita la discrecionalidad que tienen los árbitros en cuanto a su elección 
(arts. 15 PB y 20 RPB), determinando que éstas serán adaptadas"con 
base en las RegIas j\1ode1o a ser aprobadas por e1 CMC'12. 

5- Sin dudas una de las modificaciones más llamativa es la que se 
refiere a la mstitucionalización de un Tribunal Arbitral de Revisión 
(TAR; art. 21 PB reformado). EI mismo estará compuesto sólo por tres 
árbitros "designados a partir de las listas nacÍonaIes de tres árbitros 
indicados por los Estados Partes de común acuado". 

10A diferenci" deI RPB, que prescribe el deber de e imparcialidad de los árbitros no sólo 
respecto de 105 "'Estados parte en [a controversia" sino con re1ación a "terceros)', eI Proyecto únicamente 
menciona a "los Gobiernos de los Estados Partes" (es decir, también respecto de aqueilos no parte en el 
conflicto). 
":,LRcosuR/CMC/DEC, ''Tribunais Ad Hoc do Protocolo de Brasilia"; art. 1 ,. Os 7libunaú ArbÍtraÍs 
Ad Hoc, a refere o 8' do Protocolo de Bl'ilSília, teriio C01110 cidade 

I2Dichas están siendo por el GAHAJ y esta que el Documento fll1al el' 

el corto a la consideración deI CMC para su 



Los integrantes del TAR tendrán "carácter estab1t!', es decir permanen­
te; lo que queda garantizado además a través de la exigencia según la cual 
los"criterÍos de susútución" de los mismos deberán ser"estrictos' (art. 21 
PB reformado). No se establece sin embargo la duración del cargo de los 
magistrados del TAR, ni los criterios de sustitución. Tampoco se hace 
referencia a la nacionalidad que deberán tener los árbitros. 

Debe destacarse que, combinando su composición numérica y la 
cantidad de Estados del Mercosur, el TAR tendría un carácter aún más 
"comunitario" o "supranacional" que otros órganos de solución de di­
ferencias, en materia de integración. Así por ejemplo, el Tribunal de 
]usticia de las Comunidades Europeas (T]CE) está constituido por igual 
número de jueces que EM (TJCE: 15 magistrados); lo mismo cabe pre­
cisar con respecto aI Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina 
(T]CA: 5 magistrados). No ocurre así en el caso de la actual Corte 
CentroamerÍcana de ]usticia (CC]) la cu ai si bien esta compuesta por seis 
magistrados, éstos son elegidos, en número de dos, por los Países respecto 
de los cuales están vigentes tanto el Protocolo de Tegucigalpa, como el 
Estatuto de La Corte (es decir EI Salvador, Honduras y Nicaragua; no así 
para Costa Rica, Guatemala y Panamá, países que, aI igual que los primeros, 
forman parte deI SICA en cuyo marco tiene jurisdicción la CC]). 

El recurso ante eI TAR -que carece de efecto suspensivo en lo que hace 
aI cumplimiento deI Iaudo13- deberá ser interpuesto dentro dei pIazo de 
quince días contados a partir de la notificación dellaudo í4• En cuanto 
a la materia sujeta a revisión eI proceso semeja un Tribunal de casación 
arbitral, toda vez que únicamente las "cuestiones de derecho" y las 
"interpretaciones jurídicas" -desarrolladas en la decisión atacada- serán 
susceptible de ser mantenidas, modificadas o revertidas por el TAR. 

6- También es oportuno resaltar los cambios que se introducen en lo 
que atane a la ejecución dei laudo y aI alcance de la eventual aplicación 
de medidas compensatonas. 

En cuanto a lo primero, el PRPB tiende a una "relativa comunitarización 
dei cumplimiento dei laudo" aI establecer que el Estado vencido deberá 
-en el término de cinco días, contados a partir de concluído el plazo

, 

, 
.. 

medidas nl'nvt.<U)t.1,1iPÇ 

en los cuales no haya 
neg(Xlal:lOn si el recurso de 

unanimidad o si podrá 

LUHWL'.LHL'" deI TAR, la posibilidad 
caber 

de primera instJ.llCJa 

sólo será susceptible de sobre los puntos 
sobre todos los ÍtetTIS tl sentencia in1pugnada. 



para su ejecuclOn- informar tanto a la contra parte como a los 
Coordinadores Nacionales del GMC "sobre las medidas adoptadas" 
para la implementación del mismo (art. 22 PB reformado). 

De presentarse alguna divergencia en cuanto a estas medidas (sólo) el Estado 
reclamante podrá requerir -vía SAM y en el término no mayor a los treinta días 
de finalizado el plazo para el cumplimiento dellaudo-la constítución del Tribunal 
original que entendió desde el inicio en el conflicto, a fin de que se expida al 
respecto. Dicha convocatoria no tendrá efedos suspensivos sobre la ejecución del 
laudo, salvo consideración en contrario del1hbunal (art. 22.3 PB reformado). 

Uno de los puntos más "candente" en el actual sistema de Brasília lo 
constituye sin dudas la cuestión de las compensaciones en caso de 
incumplimiento de los laudos. AI respecto, el Proyecto fija que dichas 
medidas sólo podrán ser aplicadas dentro de un "plazo máximo", el cual 
debería ser establecido considerando, entre otros factores, el cumplimiento 
dellaudo, el perjuicio ocasionado y los acuerdos a los que arriben las partes. 

Como última posibilidad de corrección de la conducta infractora se ha 
acordado que el País reclamante deberá dar aviso (15 a 30 días antes) al Estado 
reclamado sobre las medidas que proyecta ejecutar. Este último podrá, de 
considerarIas excesivas, plantear la convocatoria del Tribunal que entendió en el 
litígio a fin de que se expida sobre la divergencia; dicha facultad sólo podrá ser 
ejercida dentro de los quince días posteriores al anuncio de la aplicación de 
compensaciones hecha por el Reclamante, quien a su vez, deberá, de ser necesario, 
modificarIas de acuerdo al criterio que establezca el Tribunal reunido al efecto. 

En cuanto a la tipología de acciones conminatorias (suspención de las 
concesiones/obligaciones o medidas equivalentes) que pueden adoptarse 
ante la falta de implementación dellaudo el PRPB establece que el Estado 
demandante "procurará" que las mismas sean aplicadas en el mismo 
sector o sectores sobre los cu ales se ha dictaminado el incumplimiento (el 
Proyecto menciona "sector o sectores af(xt,'1dos'), salvo que, en forma 
fundada, indique que esta opción seda "ÍmpractÍcable o Íneficaz", supuesto 
en el cual podrá ejecutarlas "en otro sectol' (alt. 23.3 PB reformado). 

3. EI Proyecto de Reformas y la Decísión 25/00 CMC 

a- En cuanto aI mandato de la Dec. 25/00 sobre"agÍlización de los 
procedÍmÍentos" hoy vigentes, lejos de cumplirlo el Proyecto, si bien 
permite -a criterio de las partes- la eliminación de la intervención del 
GMC, por otra parte amplía los mecanismos al instituir el TAR, lo cuaI 
trae aparejado el alargamiento de los plazos finales. 

También se han contravenido los términos de la Dec. 25/00 en 
8-----­ -------------~--- ----~--



cuanto esta exige que la propuesta de reformas incluya el 
establecimiento de "procedimientos sumarias" para supuestos con­
cretos. Seguramente la intención de la Dec. tenga que ver con los 
casos de incumplimientos flagrantes o manifiestos deI Derecho 
Mercosur. Una reguIación en este sentido existe en eI sistema procesal 
andino para las hipótesis de restricciones o gravámenes verificados 
y de violacíón flagrantes aI Derecho comunitario 1S 

• 

b- Si bien la reglamentación de la "etapa posterior aI laudo" y de la 
cuestión de las "medidas compensatorias" también ocasiona un 
alargamiento final de los términos, la regulación era materia pendiente 
del Sistema de Brasilia razón por la cual estaría justificada la modificación. 

En lo que hace aI tema de la tipología de acciones compensatorias que 
el Proyecto permite, creemos oportuno resaltar lo siguiente. En los siste­
mas de Derecho procesal com uni ta rio comparado se han fijado para los 
supuestos de incumplimiento de sentencias tres mecanismos diferentes: 

-En la Comunidad Europea (CE), es la Comisión quien discrecionalmente 
puede optar por acudir al1JCE a fin de que determinado que sea la falta 
de cumplimiento de la sentencia en cuestión, imponga al EM, el pago bien de 
una suma a tanto alzada bien de una multa coercitiva (228.2 CE). Al día de hoy 
esta acción sancionatoria ha sido ejercida sólo en una oportunidad16

• Por razones 
que huelga mencionar, tal sistema seria de muy difícil implementación en el 
Mercosur, principalmente por la anemia institucional que aqueja aI bIoque. 

-En eI Sistema de la Integración Centroamericana (SICA), ante la 
hipótesis bajo análisis, el Estatuto de la CCJ se limita a fijar que el 
Tribunal meramente comunicará tal circunstancia a los otros EM a 
fin de que éstos, haciendo uso de los medios que crean pertinentes, aseguren 

llArt. 26 Tratado de Creación dei TJCA. 
"'1JCE: as, C-387/97, 4/VIIjOO, Reel-OOOO. (conclusiones de! Abogado General, SR. DAMA'O 

desde la fecha 
RUIZ:IARABO CmOMER, eI28/IX/99; Rec. 1-0000). La sanción que 
el pago de una multa coercitiva 15.375 curos diarios 
hasta que fin a las ínfracciones), obedecíó a ejecución de la de incull1plimiento 
dictada en as. 7/IV/92, Rec. 1-2509. 
Cabe destacar para Ia "~llCUCl<JH 

• 
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la ejecución de su decisión (art. 39 Estatuto CC]y7. Este mecanismo -que no 
difiere en mucho del actualmente vigente en el Mercosur- tiene por un lado, 
la inconveniencia de poner en manos de los propios EM la elección, 
conveniencia y tipo de medidas a adoptarse, y por el otro, la ventaja de facultar 
a Corte para investigar de oficio la efectiva ejecución de sus decisiones. 

-Por último, en la Comunidad Andina (CA) el art. 27 del Tratado 
Constitutivo dei Tribunal de Justicia establece que si en eI plazo de tres 
meses a partir de la notificación, el EM condenado no ejecuta la senten­
cia, el Tribunal de oficio y en forma sumaria, previa opinión de la 
Secretaria General, fijará los límites dentro de los cuales "cualquier 
Estado miembro podrá restringir o suspender total o parcialmente las 
ventajas dei Acuerdo Cartagena en relación con el país remiso"18. A su 
vez, si tales acciones agravan la situación o se presentan como ineficaces, 
eI Tribunal podrá también "ordenar la adopción de otras medidas"19. 

111Lllll.if'".l1HCIl!U de sentencias", lProbddo por el 

J() 



Esta alternativa -muy similar a la que intenta implementar el PRPB- ha sido 
criticada por la propia doctrina andina debido a que las consecuencÍas que ella 
acarrea para el proceso de integración en su conjunto son más perjudiciales que 
el desacato que se intenta subsanar. efecto, a través de estas medidas lo que 
se logra en el rondo es retroceder en el programa de liberalización comercial, 
pues se deja fuera dei sistema al Pais remiso, y por consecuencia, en Ve'L de 
profundizarse en la liberalización de los intercambios intrabloque -meta muy 
dificil de consolidar- se retrocede hacia la partición dei mercado ampliado. Con 
estas medidas, la integración ocasiona menos integración. 

Si acaso, cabría la posibilidad de analizar la compatibilidad de sanciones 
alternativas. Así por ejemplo, no negarse, a priori, la conveniencia 
de establecer como medida para obtener la ejecución dellaudo, la "suspensión 
dei derecho a voto dei Estado remiso en los órganos del Mercosur". 

La opción que planteamos para debate podría estar redactada de la siguiente manera: 
"Protocolo de Brasilia reformado, art 23: 
(párrafo primero) Si un Estado palte no cumpliere ellaudo deI Tribunal 

Arbitral en el plazo de trcinta (30) días, los otros Estados partes en la 
controversia podrán optar, en fàrma alternativa, por las medidas a que se 
refieren los párrafós segundo o taca0. 

(párrafo segundo) En elsupuesto mntemplado en párrafó anteri01; el Estado 
parte incumplid01; nopodrá a partir de la próxima Reunión Cumbre de 
Presidentes deI Mercosur inclusive y hasta tanto implemente erectivamente el 
laudo, su derecho a voto en todos los órganos deI bloque que correspol1da, salvo 
cuando la reul1ión aludida se llevare a cabo dentro de los veÍnte (20) días 
posteriores al vencímiento deI p1azo de treinta (30) días mencÍonado en eI 
párrafó plimero, supuesto en e1 cual1a sancíól1 comenzará a regir, en iguales 
téoninos, a partir de Ia siguiente Reunión OrdinalÍa deI Grupo Mercado Común. 
La ausencÍa de voto así detenninada no inlpedirá a los órganos correspondientes 
la adopcíón de normas obJigatorias para todos los Estados Parte. 

(párrafo tercero) (se mantendría la igual redacción que aparece en el 
Proyecto de Reformas como párrafos primero y siguientes) ... En eI supucsto 
contemplado en elpárrafà primero, los otros Estados partes en la controvcrsia 
podrán adaptar medidas compensatorias temporarias ( ...)"20. 

Esta forma de sanción también se encuentra regulada en la Comunidad Andina 
para los supuestos en los que los FM acumulen un retraso de un afio en el depósito 
de los fondo correspondientes aI presupuesto de la Secretaria General o del1JCN. 

2"Artículo sujeto a posterior reglamentación. 

"Art. 28, Acuerdo de Cartagena (codifkado Decísión N" 406, GO NA 277, 

l'vijembro que íncurriere eu un retraso mayor a cuatro trmlNh'pç de sus contrllJ'lC1I)lleS COnJClllceS 


la SecretàrÍ:l General o al Túbilnal dcJusticia de la no podrá 

]" COlllÍsión hasta tanlO regufarÍce su 
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De esta forma se evitarÍan las críticas que se han presentado en el 
sistema andino con respecto a las medidas compensatorias. 

c- Por otro lado el Proyecto avanza en la exígencia de"mayor estabilídad 
de los árbitros' (Dec. 25/00), lo cual se materializa principalmente en la 
implementación y composición tanto de la Lista Específica de Terceros 
Arbitros-Presidentes como dei Tribunal Arbitral de Revisión. 

cf.. En nuestra opinión la reforma no cumple otro de los criterios de 
revisión fijados en la Deósión mencionada; si acaso uno de los más impor­
tantes, cual es la elaboración de mecanismos para lograr la "intelpretación 
unifànne' deI Derecho Mercosur. Obviamente no basta a tal fin con la Lista 
Específica de Terceros Árbitros-Presidentes o con el Tribunal Arbitral de Revisión. 

No hubiera sido para nada desacertado que el GAHAI hubiera 
implementado un mecanismo similar a la conocida "cuestión prejudi­
cial" (de interpretación y/o validez) a fin de otorgar una herramienta 
muy valiosa aI juez nacional que se enfrenta, cada día con mayor 
frecuencia, ante la "novedad" de tener que aplicar un sistema normativo 
(Derecho Mercosur) autónomo claramente diferenciado tanto deI 
ordenamiento jurídico nacional como internacional. Cabe recordar que 
el mecanismo de la cuestión prejudicial ha sido eI método de mayor 
eficacia en los procesos de integración comparados a fin de lograr la 
uniformidad en la interpretación y aplicación deI Derecho comunitarid2

• 

e-. A su vez el PRPB avanza muy tímidamente sobre la elaboración de 
"cúterios' para la designación de los expertos y de los árbitros para cada caso. 

En realidad la idea de la designación de los árbitros para cada caso, o 
en otras palabras la naturaleza ad hocdel Tribunal Arbitral del Mercosur, 
es un innegable atentado contra la exigencia de la uniformidad en la 
interpretación y aplicación del Derecho de la integración; y esto por 
razones obvias, baste por el momento comparar los tres laudos arbitrales 
que se han dictado a la fecha para confirmar lo que se viene considerando. 

La opción acertada, en nuestra opinión, lejos de ser la de constituir 
Tribunales arbitrales especializados, es decir conformados de acuerdo a 
la materia deI conflicto, sería establecer un Órgano Jurisdiccional per­
manente para todos los conflictos a fin lograr así líneas jurisprudenciales 
coherentes, no contradictorias23

, que refuerce el ordenamiento jurídico 

"Cf: 3rt. 234 CE: CAN: arts. 32·36 Tratado de Creación de! TJCA: SICA: art. 22.k Estatuto CC] 
también alto 22.d y 
2JSólo para poner un contradictoúa entre los TAHM que han intervenido reco­
mendamos Jnalizar los utilizados en el Segundo y Tereer Laudo a la hora de la 
"determinación dei objeto de la controversÍ,l". 

http:Rel�rm.ls


regional. Se acepte o no, más allá de aplicar el Derecho Mercosur aI caso 
concreto planteado, cada Tribunal arbitral realiza un ejercicio de 
profundización y afianzamiento del sistema normativo; circunstancia 
que pierde casi toda su transcendencia y valor en razón del carácter a.d 
hoc del mecanismo hasta hoy vigente. 

4. Consideraciones globales acerca deI Proyecto de Reformas 

i) La primera crítica que es posible hacer al Proyecto se refiere al completo 
hermetismo en que se desarrolla su elaboración y negociación. Lo cual adquiere 
mayores contornos si se repara en la "crucial" importancia que todo sistema 
solución de controversias tiene sobre el proceso de integración. Tal vez hubiera 
sido altamente recomendable que esta cuestión se presentara al debate y la discusión 
de la opinión pública y en especial de los sectores privados (câmaras industriales y 
de comercio) y académicos vinculados aI Mercosur (universidades). 

ii) Más allá de la inconveniencia de introducir en el mecanismo un 
nuevo Tribunal arbitral de apelación o revisión, si consideramos aspec­
tos tales como su composición (número de integrantes, estabilidad, etc.) 
tal vez sería éste el camlllO para lograr que algunos EM pierdan el 
"temor" que han demostrado hasta el momento en lo que hace a la 
creación de un verdadero Tribuna.l de Justicia deI Mercosur. 

iii) Continúa la actitud de algunos Gobiernos en el sentido de negar 
cualquier acceso de los particulares a la justicia en el Mercosur, a través 
de un recurso directo, ya sea por acóón de incumplimiento contra los 
EM, o por medio dei mecanismo de la cuestión prejudicial, o vía acción 

nulidad contra las normas del bloque. Esto sin dudas no se 
compatibiliza, bajo ningún punto de vista, con eI verdadero papel de los 
particulares dentro dei mercado, si se considera -como es- que su cotidi­
ana actividad, a través de los intercambios comerciales, constituye, en 
gran medida, el "motor" de la integración en el bloque. 

5. Anexo: Sobre eI Mito de la innecesariedad de un Tribunal de 
Justicía dei MERCOSUR 

Para concluir nos referiremos a un argumento que se utiliza con la 
finalidad de demostrar la fàlta de necesidad de un Tribunal de Justicia 
para nuestro bloque. Lo grave del mismo no radica sólo en que es 
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repetido por algunos funcionarios de los Gobiernos encargados de Ias 
negociaciones en eI seno dei Mercosur, sino que también es defendido 
por importantes doctrinarios versados en temas de integraciónZ4 

• 

SueIe aflrmarse que la constitución de un Tribunal de Justicia no 
adecuada ni aún necesaria en la etapa actual del Mercosur, ya que 

o bien el comercio entre los socios no es todavía de gran magnitud, o 
bien elnúmero -por ahora- exíguo de conflictos planteados no justificaría 
la institucionalización de un órgano permanente. 

Veamos si el recurso a la experiencia comparada avala esta construcción. 
Para eIlo recurriremos aI ejemplo dei TJCE, del TJCA y de la CCJ, ya que 
los procesos de integración en los cuales actúan estos órganos 
jurisdiccionales guardan gran analogía con el MerCOSUL 

-~Las Comunidades Europeas, a la hora de instaurar eI Tribunal de 
Justicia, esperaron a que eI volumen de los negocios en el intenor deI 
bIoque alcanzara un índice elevado, o a que los conflictos 
intracomunitarios se plantearan en un número importante? 

Ciertamente, tanto la CECA, por unlado, como la CEE y la CEEA, contaron 
precisamente desde el primer día de entrada en vigencia de sus Tratados 
constitutivos respectivos con una Corte de Justicia. Es decir aún antes de que se 
efectuara intercambio comercial alguno o que se planteara conflicto cualquiera. 

-;.Cuál es el mecanismo que ha posibilítado la mayoría de las senten­
cias de los Tí-íbunales refêrídos? 

Sin dudas la respuesta no se presta a debates: el mecanismo en cuestión 
es la consulta prejudicial (de validez e interpretación TJCE; sólo de 
interpretación - T]CA y CC]). En efecto, en eI recuento de procesos ante 
estos Tribunales, el reenvío prejudicial -salvo en eI caso de la CCJ25­
ocupa claramente y por lejos eI primer lugar. 

"'Entre OlIOS, BAP11STA, Luiz Olavo, (árbitro dei IIE·laudo de! TAH.M), "Solução de divergências no Mercosul", 
en MeJ'cosul. Seus eléitos jurídicos} R~\SuJ organizadora), 
2da. edição, ed. Librería dos FÉRNADEZ REYES, 
Jorge E. (ex Dírector de la SAM), de mecarllsmos solución eí Mercosur", 
RDM 20004, 159·163 (139·169); GONÇALVES, José Botafogo, "Oslfibunais do Mercosul", Boletim 
Integração 
Guido Silva (integrante de la lista de árbitros de! Mercosur), "No es momento 
deI , entrevista re,llizada por RDM 2000-3, 

Nª 18, Janeiro·junhoíI996, ed. MREGIE..GETEC, Brasilia, 6·7; SOARES, 

36 
centroamericano -;}2sLa Sien podrí<1 radicarl entre otras razones. en que, un 

diferencia de lo sucede en los europeo no se regulado en ningún supuesto la 
oblígacíón de la consulta de además, por el otro, debe resallarse que La 
Corte ha iniciado SllS activídades recién el 12 de de 1994. 
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Aún más. Los verdaderos leading cases de estos Tribunales han sido 
establecidos en el marco de los procesos prejudiciales. Sólo para citar 
algunos ejemplos, pueden recordarse, en la CE los precedentes Van Gend 
& Laos, Costa/ENEL, Stauder, In terna tionale, Simmenthall, CILFIT, 
Foto-Frost, Zuckerfábrik, Factortame, FrancovicH6; en la CA las senten­
cias Aktiebolaget Volvo, Cavelier, Cavelier y Vernot, Nike International, 
Nombres de publicaciones periódicas y de programas de radio y te1evisión, 
Convenio de París para la proteccÍón de la Propiedad Industrial, 
ACEGRASAS, Cigarrera Bigott, Cavelier Gaviria27. 

Por otro lado este procedimiento asegura -aún cuando sea de modo 
indirecto- el acceso del particular a la administración de justicia 
comunitaria. No deberíamos profundizar demasiado para llegar a la 
conclusión de que en el Mercosur el derecho fundamental de la persona 
a la tutela judicial efectiva es el gran ausente en el proceso de integración. 

-( Quê conclusión es posible extraer respecto a la posibilidad de que 
los EM se demanden reciprocamente en los supuestos de in cumplimien to 
de la normativa comunitaria? 

Basta a este respecto revisar los repertorios de jurisprudencia de to­
dos y cada uno de los Tribunales de Justicia citados para llegar a la 
siguiente conclusión: los Estados miembros de un proceso de integración 
son totalmente esquivos a interponer demandas contra otro Estado 
parte en las hipótesis de incumplimiento. A sólo manera de graficar 
esta afirmación, veamos la siguiente comparación: 

-En la CE: en casi cincuenta afios de integración únicamente en dos oportu­
nidades se ha llegado a sentencias de Tribunal a partir de procesos iniciados por 
un EM; fueron los casos Reino Unido/Francia (1979) y Bélgica/Espafia (2000)28. 

2('TJCE: as. 26/62, Ván Gcnd y Loos, 5/11/63, Rec. Seleeeión 1961·1963, Luxemburgo, 1999, pg. 333; as. 6/64, 
Costa/ENEL, 15jVII/64, Rec. Selección 1964·1966, Luxemburgo, 1999, pg. 99; as. 29/69, Stauder, 12/XI/69, 
Rec. 1969 pg. 419; as. 11/70, Internationale Handelsgesellsch;lft mbH, 17/XII/70, Rcc. Seleeeión 1970, 
Luxemburgo, 1999, pg. 241; as 106/77, Simmenthall, 9/IlI/78, Rec. 1978 pg. 629; as. 283/81, CILFIT, 6/X/82, 
Rec. 1982 pg. 3415; as. 314/85, Foto·Frost/Hlllptzollamt Lübeck·Ost, 22/X/87 Rec. 1987 pg. 4199; asso aes. C 
143/88 Y C92/89, Zuckerfábrik Süderdithmarschen AG, 21/11/91, Rec. 1415 (§16·21); as. C213/89, Factortame 
y otros, 19/V1/90, Rec. 1·2433; asso aes. C·6 y C9/90, Francovich y otros, 19/XI/91, Rec. 1·5357. 
27TJCA: proc. 1·IP·87, Aktiebolaget Volvo, 3/XII/87, GO N" 28, 15/11/88; proc. 2·IP·88, GlVelier, 25jV/88, 
GO N" 33, 26/V11/88; proc. 2·Ip·90, Cavelier y Vernot, 20/IX/90, GO N' 69, lI/X/90; proc. 3·IP·90, Nike 
International LTDA, 25/IX/90, GO N' 70, 15/X/90; proc. 10·IP·94, Nombres de publicaciones periódicas, 
programas de radio y televisión y estaciones de radio difúsión, 17IlI/95, GO N' 177, 20/IV /95; proc. 1·lp· 
96, Convenio de París para la protección de la Propiedad Industrial, 9/XII/96, GO N" 257, 14/IV/97; proc. 
30·IP·98, ACEGRASAS, 16/VI/99, GO N' 475, 1/IX/99; proc. 15·IP·99, CigaJTera Bigott, 27/X/99, GO N" 
528, 26/1/00; proc. 64·IP·2000, Cavelier Gaviria y otros, 6/IX/OO, GO N" 602, 21/IX/OO. 
281JCE: as. 141/78, Francia/Reino Unido, 4/X/79, Rec. 1979, pg. 2923; as. C388/95, BélgialjEspaiía, 16jV /00, Rec. )·3123. 
Se han incoado otros proeedimientos iniciados por Estados miembros contra otros Estados miembros, sin 
embargo fueron lu ego arehivados por distintas razones: cfrs. as. 58/77, Irhnda/Francia, archivado elI5/1I/ 
78; as. C349/92, EspaÍiiljReino Unido, archivado el27/XI/92. 
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-En la CA: pueden hacerse las mismas consideraciones, aún también 
en lo que hace aI número de asuntos planteados (VenezuelajEcuador­
caso Belmont- y Venezuela/Colombia, ambos de 199729

). 

-En el SICA: con la reserva de la exigua vida de La Corte (6 anos a 
estos días), cabe expresar que la demandabilídad entre los EM es también 
una excepción: dos supuestos hasta el momento (Nicaragua/Honduras 
-1999- y Honduras/Nicaragua -2000-3°). 

Bien entendido que lo hasta aquí afirmado no significa que no se 
plantean procesos por violación del Derecho comunitario tanto en la 
CE como en la CA, sino que el grueso de estos procedimientos se inicia 
a partir de las presentaciones que realiza, en cada esquema de integración, 
el "órgano comunitario", es decir aquel cuya función no es representar 
a los EM sino velar por la salvaguarda dei interés de la Comunidad, 10 
cual le posibilita que aI no depender de directivas de los respectivos 
Gobiernos, pueda, en uso de su autonomÍa e independencia, requerir a 
los Tribunales respectivos la condena de la actitud infractora de los 
distintos Estados (Comisión, en la CE y Secretaría General, en la CA). 

La ausencia en eI Mercosur de un órgano con estas características 
impide que se planteen los casos de incumplimiento los Estados. En 
efecto, aI estar integradas todas y cada unas de las instituciones dei 
bloque por funcionarios que siguen las directivas de los respectivos 
Gobiernos es imposible que exista un órgano especializado en vigilar a 
los Países a la hora de dar cumpIimiento aI Derecho MerCOSUL 

6. Conclusión 

Para concluir, y responder aI argumento referido aI principio de este 
título, podemos considerar que la afirmación sobre la falta de necesidad 
de una Corte de Justicia para el Mercosur, aI menos desde la perspectiva 
comentada (redu cid o margen -aún- de comercio intrabloque y/o escaso 
número de conflictos planteados) encierra un vicio circular. 

Belrnont), 20/VI/97, co NQ 291, 3/D\j97; proc. 4-AI-96, 
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En efecto, no es acertado sostener que no se han presentado 
controversias que justifiquen un órgano jurisdiccional permanente, 
cuando, precisamente, eI sistema que se ha instaurado para la solución 
de los conflictos impide, no por defectos sino por esencia y estructura, 
que sea posible incoar procedimiento alguno. 

Sea por ausencÍa del mecanismo de las cuestiones prejudiciales, o por la 
circunstancia -proba da- de que los EM -en cualquier proceso de integración­
evitan demandarse recíprocamente, o aún por la inexistencia de un órgano 
comunitario, es claro que nuestro Protocolo de Brasilia fue redactado con el 
firme propósito de evitar la intromisión de los juristas y con ello la 
jurisdización del Derecho Mercosur; ilamentablemente, un grave errorl 
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